
de cooperación normativa entre la Unión 
Europea y los Estados miembros37. Así, incide 
otra vez en el papel potencial al que las directivas 
(leyes marco europeas) están llamadas a desem-
peñar respecto a una integración normativa, mas 
plural, en la Unión Europea, a la par que ele-
mento democratizador del sistema de fuentes 
resultante a través del Parlamento europeo y los 
Parlamentos nacionales.

Para finalizar este comentario, sólo insistir 
nuevamente en la dimensión constitucional con 
la que Alguacil se aproxima al sistema de fuentes 
del Derecho en la Unión Europea al fin, precisa-
mente, de alcanzar al tiempo un efectivo 
Derecho constitucional en Europa, formal y 
materialmente; y para ello, necesariamente, 
desde los diversos Derechos constitucionales 
estatales38. Sin duda, el principal reto para los 
constitucionalistas europeos a la vista del TECE, 
en tanto que potencial Constitución de la Unión 
Europea y de todos los ciudadanos europeos.

Juan Francisco SÁNCHEZ BARRILAO
Prof. de Derecho Constitucional.

Universidad de Granada
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28  «La directiva carece, pues, del carácter com-

pleto, tanto formal como material, que caracteriza al 
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tía en la ejecución del Derecho europeo por las 
Comunidades Autónomas», Revista de Derecho 
Constitucional Europeo, núm. 1, 2004, pp. 241 y ss.
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